Ministerio de la Protección Social

República de Colombia 

Concepto 7293
(Enero 12 de 2011)












URGENTE

Doctor:

JORGE MERLANO MATIZ

Carrera 8 80 - 54

Bogotá D. C.

ASUNTO: Radicado 382478 del 22 – 12 – 10. Terminación Anormal de Conflicto Colectivo
Cordial Saludo:

Por medio de la presente damos respuesta a su derecho de petición, en el cual usted realiza un recuento del trámite ciado al conflicto colectivo que se generó en el año 2004 entre la empresa HELICOPTEROS DE COLOMBIA S. A. S. - HELICOL y la ASOCIACIÓN COLOMBIANA DE AVIADORES CIVILES - ACDAC, indicando que finalmente la empresa no fue sancionada por el Ministerio de la Protección Social por negativa a negociar (Art. 433 CST), y que a su entender el conflicto jurídico en referencia no ha finalizado, por lo que pregunta:

1. "Si de acuerdo a las diversas resoluciones expedidas por el Ministerio, en el caso que nos ocupa, el proceso de negociación no ha culminado, por qué el Ministerio aceptó la presentación de la denuncia de la convención y la posterior presentación de un pliego de peticiones en el año 2009?
2. Si el Proceso mencionado no ha terminado en caso de que constituya un Tribunal del Arbitramento el mismo deberá tener en cuenta la denuncia presentada por HELICOL dentro de la oportunidad legal?
3. Si el Proceso de negociación del año 2004 no ha terminado, como lo manifiesta la resolución expedida por el Ministerio en el año 2010, cuales serían los trámites necesarios para la terminación legal del mismo?
4. Si el Ministerio no encontró responsabilidad alguna de HELICOL dentro de sus actuaciones en el proceso de negociación iniciado en el año 2004, y si la organización sindical no cumplió con los trámites legales establecidos en el artículo 444 del CST a la terminación de la etapa de arreglo directo, se puede decir que dicho proceso terminó?"

De conformidad con el Decreto 205 de 2003, esta oficina únicamente se encuentra habilitada para emitir conceptos de manera general y abstracta, sobre normas que son competencia de este Ministerio. La citada norma indica expresamente lo siguiente:

"ARTÍCULO 8o. FUNCIONES DE LA OFICINA ASESORA JURÍDICA Y DE APOYO LEGISLATIVO. La Oficina Jurídica y de Apoyo Legislativo cumplirá las siguientes funciones:

2. Conceptuar sobre las normas, proyectos o materias legales que afecten o estén relacionadas con cada una de las funciones y competencias asignadas al Ministerio.

(…)

3. Unificar y armonizar las normas relacionadas con las materias a cargo del Ministerio"

E igualmente los pronunciamientos que está habilitada para realizar se efectúan de conformidad con el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, que prescribe:

"ARTICULO 25. CONSULTAS. El derecho de petición incluye el de formular consultas escritas o verbales a las autoridades, en relación con las materias a su cargo, y sin perjuicio de lo que dispongan normas especiales.

Estas consultas deberán tramitarse con economía, celeridad, eficacia e imparcialidad y resolverse en un plazo máximo de treinta (30) días.

Las respuestas en estos casos no comprometerán la responsabilidad de las entidades que las atienden, ni serán de obligatorio cumplimiento o ejecución."

De conformidad con lo anterior, esta oficina se permite manifestar el concepto sostenido frente al tema de la terminación anormal de conflictos colectivos de trabajo, pero en modo alguno puede entrar a analizar o definir situaciones específicas, sino que su pronunciamiento se efectúa de forma impersonal:

En primer término, es necesario recordar que el artículo 55 de la Constitución Política, establece una protección a favor del Derecho a la Negociación Colectiva, sin otorgarle un carácter absoluto, de la siguiente forma:

"ARTICULO 55 Se garantiza el derecho de negociación colectiva para regular las relaciones laborales, con las excepciones que señale la ley.

Es deber del Estado promover la concertación y los demás medios para la solución pacífica de los conflictos colectivos de trabajo."

Y el Convenio 154 de 1981 de la OIT, aprobado por la ley 524 de 1999, en concordancia con el Convenio 98 de 1949 sobre el Derecho de sindicación y de negociación colectiva, aprobado por la ley 27 de 1976, manifiesta:

"Articulo 2

A los efectos del presente Convenio, la expresión negociación colectiva comprende todas las negociaciones que tienen lugar entre un empleador, un grupo de empleadores o una organización o varias organizaciones de empleadores, por una parte, y una organización o vanas organizaciones de trabajadores, por otra, con el fin de:

a) fijar las condiciones de trabajo y empleo, o

b) regular las relaciones entre empleadores y trabajadores, o

c) Regular las relaciones entre empleadores o sus organizaciones y una organización o varias organizaciones de trabajadores, o lograr todos estos fines a la vez."

Según lo ha señalado la Jurisprudencia, el conflicto económico de trabajo, es una de las instituciones que desarrolla y garantiza el derecho a la negociación colectiva y tiene como finalidad que los trabajadores puedan mejorar sus condiciones laborales de la manera en que está concebido en las leyes laborales y en los tratados internacionales.

Ahora bien, respecto a la forma en que éste da su inicio, la Corte Suprema de Justicia, M. P. LUIS JAVIER OSORIO LOPEZ, Proceso 32094, en Providencia emitida el 30 de Julio de 2007, dentro de un recurso de anulación, expresó:

"De otro lado, no hay discusión alguna en cuanto a que un conflicto colectivo económico comienza con la presentación del pliego de peticiones por parte de los trabajadores interesados en el mismo. Así se desprende claramente del artículo 432 del Código Sustantivo del Trabajo y lo ha admitido tanto la doctrina nacional desde los pronunciamientos del extinguido Tribunal Supremo del Trabajo y los de la Corle Suprema de Justicia a través de su Sala de Casación Laboral. (...)

En efecto, el artículo 479 de C. S. T. señala la manera en la que cualquiera de las partes puede manifestar su voluntad de dar por terminada la Convención Colectiva, no obstante indica en su numeral 2 que, formulada la denuncia, ésta continuará vigente hasta cuando sea firmada una nueva convención. Por su parte, el correspondiente conflicto colectivo de trabajo da su inicio con la presentación pliego de peticiones por parte de los trabajadores, quienes tienen de manera privativa ésta facultad.

Por otro lado, respecto a la terminación del conflicto, éste puede ocurrir de varias formas, De manera normal, ya sea por medio de un mecanismo de autocomposición, por ejemplo porque las partes en la etapa ce arreglo directo hallaron una solución concertada a sus diferencias disponiéndose la firma de una nueva convención colectiva ó por medio de un mecanismo de heterocomposición, con la intervención de terceras ,personas, por ejemplo porque se convocó un Tribunal de Arbitramento , y se tramitó, emitió y quedó ejecutoriado el respectivo laudo arbitral o en últimas porque ocurrió una situación anormal que llevó a su fin el conflicto, por ejemplo porque se retiraron los pliegos de peticiones o porque no se siguieron en debida forma los trámites jurídicos para continuar normalmente el conflicto.

Acerca de este punto, se pronunció la Corte Suprema de Justicia en el fallo antes citado, en los siguientes términos:

"Y la Corte ha reconocido que la finalización de un diferendo de esa naturaleza puede ocurrir por causas anormales, tal como lo expresó en la sentencia de casación del 2 de septiembre de 2004, radicación 20766, según la cual "El conflicto, como cualquier diferencia surgida entre sujetos de derechos y obligaciones, debe tener su culminación, lo cual puede ocurrir bien por el mecanismo de la autocomposición, o en subsidio por un tribunal de arbitramento obligatorio convocado por la autoridad competente, o inclusive por situaciones anormales...".

Por tanto, si los trabajadores, en trance de optar por la huelga cuando ésta sea procedente o por el arbitramento, no deciden ninguna de las dos, bien puede decirse que el conflicto terminó por cuanto los asalariados no siguieron con las etapas legalmente establecidas.

Ahora, si el conflicto se desarrolla en una empresa que presta un servicio público esencial, los trabajadores no pueden optar por la huelga, caso en el cual la etapa legalmente obligatoria que sigue es la convocatoria del tribunal por el ministerio del ramo,' si no se produce esa convocatoria, el funcionario competente puede ver comprometida su responsabilidad disciplinaria y posiblemente la de otra naturaleza, situación que es extensiva a la del conflicto de sindicatos minoritarios. Si el conflicto está en la etapa de la huelga legalmente declarada e iniciada y los trabajadores optan simplemente por levantarla sin decidir por la solución arbitral, igualmente puede afirmarse que el conflicto terminó porque sus promotores interesados resolvieron no seguir con él; inclusive, así en este evento, no se haga el retiro formal del pliego de peticiones, el conflicto se entiende terminado, porque no hay otra etapa legal que le siga, es decir, termina por sustracción de materia, ya que los trabajadores no pueden dejar el conflicto en un estado de latencia indefinida."

Conforme a lo anterior, los conflictos colectivos de trabajo pueden terminarse de manera anormal, como cuando no se da cumplimiento a las normatividad legal que señala el trámite a seguir. Sobre este aspecto es preciso recordar que el artículo 434 de Código Sustantivo estipuló:

"ARTICULO 434. DURACION DE LAS CONVERSACIONES. <Artículo modificado por el artículo 60 de la Ley 50 de 1990. El nuevo texto es el siguiente:>. Las conversaciones de negociación de los pliegos de peticiones en esta etapa de arreglo directo durarán veinte (20) días calendario, prorrogables de común acuerdo entre las partes, hasta por veinte (20) días calendario adicionales.

PARA GRAFO 1o. Si al término de la etapa de arreglo directo persistieren diferencias sobre alguno o algunos de los puntos del pliego, las partes suscribirán un acta final que registre los acuerdos y dejarán las constancias expresas sobre las diferencias que subsistan.

PARA GRAFO 2o. Durante esta etapa podrán participar en forma directa en la mesa de negociaciones, como asesores, hasta dos (2) representantes de las asociaciones sindicales de segundo o tercer grado."
Respecto de la interpretación de este precepto la Honorable Corte Constitucional se pronunció en la Sentencia C-466 del 14 de mayo de 2008, con ponencia del M. P. Jaime Araujo Rentería, resolviendo: "Declarar la EXEQUIBILIDAD" del artículo 434 CST en lo que corresponde a los períodos mínimo y máximo de duración de las conversaciones, expresando su posición sobre este aspecto así:

"7.3 El artículo 434 del CST y la inconstitucionalidad del término para la negociación directa en la etapa de arreglo directo

7.3.1 El artículo 434 del CST en su parte demandada regula la duración de las conversaciones cuando se presenta un conflicto colectivo de trabajo y se inicia la negociación colectiva con la presentación del pliego de peticiones y el inicio de las conversaciones dentro de la etapa de arreglo directo. Esta norma dispone que las conversaciones de negociación de pliegos de peticiones en la etapa de arreglo directo durarán veinte (20) días calendario, prorrogables de común acuerdo entre las partes, hasta por veinte (20) días calendario adicionales,

(…)

7.3.2 En relación con el alcance de esta disposición esta Corte evidencia que la norma acusada contiene un término inicial, obligatorio y mínimo de veinte (20) días para que se adelanten las conversaciones sobre el pliego de peticiones entre los trabajadores y los empleadores en la etapa de arreglo directo. Cumplido este primer término la norma prevé un segundo término posterior, facultativo y máximo que por voluntad de las partes, esto es, "de común acuerdo entre las partes", podrá ser pactado para que se continúen las conversaciones sobre el pliego de peticiones en la etapa de arreglo directo, el cual podrá durar hasta otros veinte (20) días.

Lo anterior significa, que sólo el primer término de veinte (20) para el desarrollo de las conversaciones sobre el pliego de peticiones en el arreglo directo, tiene un carácter obligatorio para las partes, trascurrido el cual sin que se llegare a un acuerdo definitivo entre las partes, pueden ocurrir varios eventos: (i) que las partes de maneta voluntaria acuerden la prórroga de las conversaciones hasta un máximo de veinte (20) días calendario adicionales; (fi) que los trabajadores decidan declarar la huelga, en aquellos casos que no se traten de servicios públicos esenciales, o decidan someter sus diferencias a la decisión de un tribunal de arbitramento -art. 444 CST-.; o (iii) que se convoque a un tribunal de arbitramento obligatorio en aquellos casos de servicios públicos esenciales -art.452 CST-.

De otra parte, en el caso de que las partes del conflicto colectivo de trabajo escojan la primera opción prevista, esto es, la prórroga voluntaria del término de las conversaciones sobre el pliego de peticiones en la etapa de arreglo directo hasta por veinte (20) días calendario adicionales, y en caso de que no se llegare a un acuerdo entre las partes, pueden ocurrir igualmente varios eventos: (i) que los trabajadores declaren la huelga o sometan el conflicto de manera voluntaria a un tribunal de arbitramento -art. 444 CST-; (ii) que por tratarse de servicios públicos esenciales se convoque obligatoriamente a un tribunal de arbitramento.

(…)

7.3.4 Teniendo en cuenta lo anterior, la Sala colige las siguientes conclusiones respecto de la constitucionalidad de la disposición demandada:

(…)
(iv) Ahora bien, el segundo término consagrado por la norma acusada para el desarrollo de la continuación de las conversaciones en la etapa de arreglo directo constituye una prórroga de carácter voluntario frente al cual esta Corte evidencia que tampoco debe prosperar objeción alguna de carácter constitucional, por cuanto se encuentra en armonía con el derecho de negociación colectiva al constituir un periodo acordado voluntariamente por las partes para el desarrollo de las conversaciones en la etapa de arreglo directo. Así mismo, esta Sala encuentra este término como razonable y proporcional ya que el legislador previó un término adicional igual al término inicial para que puedan continuar las conversaciones directas entre trabajadores y empleadores, en aquellos casos en que el término inicial haya sido insuficiente para lograr un acuerdo entre las partes, y siempre y cuando las partes de común acuerdo así lo determinen.

(v) De conformidad con lo anterior, considera la Sala que los términos regulados por el artículo 434 del CST para el desarrollo de la etapa de arreglo directo no vulneran el artículo 55 Superior, ni los artículos 2, 3, 4, 5 y 8 del convenio de la OIT, que como se anotó hacen relación al derecho que tienen los trabajadores y empleadores, de constituir las organizaciones que estimen convenientes, sin ninguna distinción y sin autorización previa, de redactar sus estatutos y reglamentos administrativos, de elegir libremente sus representantes, de organizar su administración y sus actividades y formular su programa de acción; a la garantía de disolución o suspensión de dichas organizaciones sólo por vía judicial; al derecho a constituir federaciones y confederaciones nacionales o internacionales; y a la obligación que conlleva el ejercicio de estos derechos de respetar la legalidad, y a la prohibición a la legislación nacional de menoscabar las garantías previstas en el convenio.
Por el contrario, considera la Corte que el establecimiento de dichos términos de que trata el artículo 434 del CST se encuentra en armonía con lo dispuesto tanto por el artículo 55 superior como por el artículo 4 del Convenio 98 de la OIT, que prescribe que deberán adoptarse medidas adecuadas a las condiciones nacionales, para estimular y fomentar entre los empleadores y las organizaciones de empleadores, por una parte, y las organizaciones de trabajadores, por otra, el pleno desarrollo y uso de procedimientos de negociación voluntaria, con objeto de reglamentar, por medio de contratos colectivos, las condiciones de empleo.

(vi) Adicionalmente, considera la Corte que el establecimiento tanto del primer término obligatorio corno de la prórroga voluntaria constituye una regulación favorable a los intereses de los trabajadores, ya que prevé unos periodos dentro de los cuales debe y puede proceder las conversaciones directas con los empleadores respecto del pliego de peticiones formulado por los trabajadores, a fin de lograr un acuerdo favorable a los intereses de estos últimos.

Estos periodos mínimos, establecen entonces en criterio de la Corte, (a) en primer lugar, la posibilidad de que los trabajadores cuenten con una primera etapa de arreglo directo en la cual puedan desarrollar su capacidad de negociación directa con los empleadores, y en caso de fracasar dichas negociaciones directas puedan llegar a la declaratoria de huelga o al tribunal de arbitramento voluntario fortalecidos al contar con un mayor tiempo de preparación para la reivindicación de sus derechos mediante estos mecanismos alternativos: (b) en segundo lugar, estos términos ofrecen una garantía para los intereses de los trabajadores, en cuanto en los casos de los servicios públicos esenciales, en los cuales la legislación prevé la convocatoria de tribunal de arbitramento obligatorio, estos periodos de negociación directa implican que el tribunal de arbitramento obligatorio sólo podrá ser convocado una vez concluida y agotada la etapa de arreglo directo y ante el fracaso de un intento de acuerdo. Por tanto, considera la Corte que en caso de no existir un término inicial, mínimo y obligatorio, así como la posibilidad de una prórroga voluntaria del término para las conversaciones directas, los trabajadores podrían verse evocados a la imposición de un tribunal de arbitramento obligatorio sin haber transcurrido un término razonable para la negociación directa con el empleador, lo cual se encontraría en desmedro de la capacidad de negociación de los trabajadores y por tanto del derecho de negociación colectiva.

(vii) Concluye por tanto la Corte, que estas regulaciones se encuentran en armonía con los postulados constitucionales respecto de la efectividad de los derechos de los trabajadores, la libertad sindical y la negociación colectiva, así como en armonía con los Convenios de la OIT. En consecuencia, encuentra la Sala que los cargos contra la primera parte del artículo 434 del CST no deben prosperar, y por tanto declarará la exequibilidad de esta disposición en la parte resolutiva."

Ahora bien, es claro que manda la disposición transcrita, que las conversaciones de negociación de los pliegos de peticiones en la etapa de arreglo directo, duren, subsistan, permanezcan, se mantengan, durante un término mínimo de veinte (20) días calendario, Y que puede prorrogarse su duración por un término adicional máximo de hasta veinte (20) días por acuerdo mutuo entre las partes.

Y de acuerdo a la Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, como ya indicamos, la terminación de un conflicto colectivo puede acaecer por causas anormales en el trámite del conflicto, cuyas motivos se encuentran entre otros, en el menosprecio por lo "términos legales perentorios". La Sentencia de fecha 16 de marzo de 2005 de la Corte Suprema de Justicia, con Radicación No. 23843, Acta No. 19 Magistrado Ponente: Dr. GUSTAVO JOSE GNECCO MENDOZA, señaló lo siguiente:

"…por razón de su idiosincrasia, de los elevados intereses en juego, de la seguridad jurídica, de la buena fe y de la necesidad de una rápida definición, el ordenamiento jurídico colombiano se ocupa de manera expresa y detallada del trámite que debe cumplir el conflicto colectivo de trabajo, en el propósito de lograr el avenimiento de las partes o la solución por árbitros.

Se exhibe palmar que la duración de los distintos períodos a que está sometido el conflicto colectivo de trabajo no puede quedar liberada al antojo y gusto de las partes ni al simple capricho de las autoridades del trabajo.

La observancia estricta y cabal de los períodos y términos del conflicto es la única senda válida para que aquél atraiga el amparo legal y se haga digno de la protección de las autoridades e inclusive del respeto del empleador.

Por lo tanto, el menosprecio de esos plazos legales perentorios origina una anomalía en el trámite del conflicto, puesto que vienen ellos consagrados en disposiciones de auténtica estirpe de orden público, cuyo cumplimiento es ineludible y obligatorio, sin que las partes involucradas ni los funcionarios públicos puedan soslayarlos o dejar de acatarlos." (Las negrillas y el subrayado no son del original)"

En tal orden de ideas ante la terminación anormal del conflicto, es posible dar comienzo nuevamente al procedimiento, para lo cual debe darse cumplimiento al artículo 479 del Código Sustantivo del Trabajo y por ende proceder a la denuncia de la convención que todavía se encuentra vigente dentro de los términos del artículo 478 de la misma norma, habida cuenta de que este dispone que "(...)la convención colectiva se entiende prorrogada por períodos sucesivos de seis (6) en seis (6) meses, que se contarán desde la fecha señalada de su terminación".

La misma Corte al declarar la exequibilidad del artículo 478 del Código Sustantivo del Trabajo, en la Sentencia C-1050 de 2001 con ponencia del Dr. Manuel José Cepeda Espinosa, expuso sobre la denuncia lo siguiente:

"La denuncia de la convención colectiva de trabajo es definida por ley como la manifestación escrita, procedente de cualquiera de las partes o de ambas, que expresa la voluntad de dar por terminada la convención colectiva de trabajo (Art. 479 CST). Esta manifestación debe ser presentada dentro de los sesenta (60) días anteriores a la expiración del término de la convención colectiva (Art. 478 CST), por triplicado ante el inspector de trabajo del lugar, y en su defecto ante el alcalde. El respectivo funcionario debe posteriormente cumplir con el procedimiento legal dispuesto para el trámite de la denuncia, de colocar la nota de presentación que señala el lugar, fecha y hora de la misma y luego entregar el original de la denuncia al destinatario y sus copias destinadas a la instancia pública de trabajo y al propio denunciante de la convención. El artículo 14 del Decreto 616 de 1954 - que modificó el artículo 479 CST - vino a garantizar la vigencia de la convención colectiva denunciada hasta tanto se firme una nueva, dando así estabilidad al acuerdo colectivo entre patrono y trabajadores. ..."

En este orden de ideas, si se denuncia la Convención Colectiva que aún se encuentra vigente dentro de los sesenta días anteriores a su vencimiento, y se observan los requisitos exigidos en el artículo 479 del C. S. T., dicha denuncia produce los efectos jurídicos enunciados en las normas y en la jurisprudencia anotada,

En conclusión, habiendo terminado el conflicto laboral colectivo de manera anormal, si lo que se desea es comenzar de nuevo tina negociación colectiva, debería comenzarse nuevamente por la denuncia de la actual convención, dentro de los términos anteriormente señalados y adelantar el procedimiento pertinente dando aplicación a los artículos 478,479 y 433, etc. del Código Sustantivo del Trabajo.

Esta consulta se atiende en los términos del artículo 25 del Código Contencioso Administrativo.

Atentamente,

CONSUELO GARCÍA TÁUTIVA

Jefe oficina Asesora Jurídica y de Apoyo Legislativo (E)
Este documento fue tomado directamente de la página oficial de la entidad que lo emitió.
